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Bienestar, fiscalidad y opinión pública:
Una ciudadanía insatisfecha

El caso de México

María Goenaga Ruiz de Zuazu y Patricia Gutiérrez Moreno*

RESUMEN: El bienestar de los mexicanos ha mejorado gradualmente en los últimos cinco años, pero 
las desigualdades siguen siendo altas y muchas familias permanecen en la pobreza, a pesar de las 
recientes propuestas de reforma en torno al Estado de bienestar mexicano. Analizamos, con base 
en tres modelos teóricos, la opinión pública fiscal de los mexicanos para conocer el nivel de legiti-
mación social de su sistema fiscal. Nuestros análisis demuestran una alta resistencia hacia sus res-
ponsabilidades tributarias y con respecto a la oferta pública de servicios públicos, la no asimilación 
de las normas fiscales y un pacto fiscal que no cumple las características esperadas juegan un papel 
importante.
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ABSTRACT: The well-being of Mexicans has gradually improved over the past five years, but inequal-
ities remain high and many families remain in poverty, despite recent reform proposals around the 
Mexican welfare state. We analyze, based on three theoretical models, the tax public opinion of 
Mexicans to know the level of social legitimation of their tax system. Our analyses demonstrate a 
high resistance to their tax responsibilities and with regard to the public supply of public services, 
non-assimilation of tax rules and a tax deal that does not meet the expected characteristics play an 
important role.
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INTRODUCCIÓN 

América Latina no es la región más pobre del mundo, pero sí la más desigual 
(Prodecon, 2013: 18) debido a su distribución del ingreso (Sanguinetti et al., 

2012: 38) y aunque el bienestar de sus ciudadanos ha mejorado gradualmente en los 
últimos cinco años gracias a las reformas fiscales implementadas,1 las desigualdades 
entre los mexicanos siguen siendo altas y muchas familias permanecen en la pobre-
za (ocde, 2017: 2-3). 

La literatura demuestra (Barba, 2016; Filgueira, 2005; Martínez, 2008) cómo no 
podemos hablar de un único modelo de régimen de bienestar en toda la región lati-
noamericana sino de tres: universalistas (Argentina, Chile, Costa Rica y Uruguay), 
excluyentes (América Central y países andinos) y duales (México, Brasil, Colombia y 
Venezuela). Los regímenes duales como el mexicano concentran su protección en 
áreas urbanas, privilegian a grupos de ingresos medios (Barba, 2016: 90) y están acom-
pañados de procesos de desafiliación2 (Castel, 2010: 305). No cabe duda de que, bien 
diseñada, la política fiscal es la herramienta capaz de mejorar la desigualdad social y 
disminuir la pobreza hacia el universalismo deseado por cualquier régimen de bien-
estar como el mexicano. De hecho, como apunta Oxfam (2014: 4), tanto la estructura 
de los ingresos (cómo se financian las políticas públicas y quiénes contribuyen a esta 
financiación) como la distribución del gasto público (a quiénes favorecen estas políti-
cas públicas y con qué objetivo) son importantes indicadores del grado de compromi-
so con la equidad y la solidaridad de una sociedad. En efecto, y como señalan Delgado 
y Gutiérrez (2006: 205), la política fiscal es como un espejo donde se reflejan las es-
tructuras sociales, la cultura fiscal y sus objetivos político-económicos.

Sin embargo, mientras la fiscalidad cumple un papel significativo en la reduc-
ción de la desigualdad (con un descenso importante del coeficiente de Gini) en la 
mayoría de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (ocde), no ocurre lo mismo en la región latinoamericana ni en México en 

1 Como afirman Armijo y Espada (2014: 28), el marco institucional mexicano de las finanzas públicas 
se ha caracterizado en los últimos años por la promulgación de un conjunto de leyes dirigidas a fortalecer 
la política fiscal entre las que destacan la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria de 
2006 (lfprh), la Reforma Fiscal Integral del año 2007, que reorganizó el marco fiscal entre los estados y el 
gobierno federal; la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
que reformó el sistema de pensiones en el sector público con el objetivo de hacerlo sostenible en el largo 
plazo; y la Ley General de Contabilidad Gubernamental del año 2008, que tuvo como objetivo establecer 
la contabilidad con base devengada y la armonización de normas contables y presupuestarias en todos los 
niveles del gobierno. Asimismo, es necesario destacar más recientemente tanto la reforma fiscal de 2014, 
tendiente a disminuir la informalidad y la evasión fiscal existente entre los contribuyentes menores y se 
propuso la implementación de un nuevo régimen para estos denominado Régimen de Incorporación 
Fiscal (rif), y la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios aprobada en 
abril de 2016, que regula el endeudamiento de los estados y municipios con el fin de fomentar las finanzas 
públicas sanas y con ello conseguir un uso responsable de la deuda pública. 

2 Proceso mediante el cual un individuo o grupos social se disocia de redes sociales que permiten su 
protección. 
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particular.3 Las razones son principalmente dos: los bajos niveles de carga tributaria 
que provocan menores niveles de gasto público y de programas sociales, con im-
pacto en el ingreso de los estratos más bajos, y la sesgada estructura tributaria hacia 
los impuestos indirectos (Hanni et al., 2015: 13-14). A lo que se le sumaría, para el 
caso de México, la dependencia de sus finanzas públicas en el petróleo (ocde, 
2012: 17; Esquivel, 2013: 4; Elizondo, 2014a: 149)4 que provoca, por un lado, la vo-
latilidad de sus ingresos (Corbacho, Fretes y Lora, 2013: 368) y por otro, que el 
erario sea perezoso y que la propia ciudadanía no demande una mayor transparen-
cia y rendición de cuentas (Elizondo, 2014a: 149). 

Con base en estas premisas, se parte de la hipótesis de que si se quiere extender 
el bienestar en México será necesario implementar reformas fiscales más justas y 
redistributivas,5 además de mejorar sustancialmente la gestión y calidad de la oferta 
de servicios públicos. Son muchas las propuestas de reforma fiscal (Barba, 2016; 
Medrano y Smith, 2017; Muñoz y Figueras, 2017; Rius, 2016), sin embargo todas 
ellas adolecen de un déficit de atención en relación con la legitimidad social (opinio-
nes y actitudes de la ciudadanía) del sistema fiscal como importante soporte finan-
ciero de una extensión del Estado de bienestar. Tal y como apuntaba Schmölders 
(1975), toda política fiscal debe estar enfocada al objeto al que va dirigida: el contri-
buyente y, por lo tanto, ninguna futura reforma será posible con resistencia fiscal de 
la ciudadanía. En este sentido, nuestro trabajo trata de analizar cuán receptivos o 
resistentes se muestran los mexicanos ante su sistema fiscal. Analizamos la opinión 
pública mexicana en relación con los factores que afectan su cumplimiento tributa-
rio. De este modo, un mayor conocimiento de la opinión pública fiscal servirá a los 
gestores públicos para desarrollar estrategias más adaptadas a la realidad nacional. 

OBJETIVOS Y MARCO TEÓRICO

Como afirman Calzada et al. (2013: 61), la mayoría de los análisis acerca de las actitu-
des hacia las políticas sociales se centran fundamentalmente en la influencia de las 
instituciones sobre las creencias, actitudes y valores de los ciudadanos en relación 
con el Estado de bienestar, pero poca es la atención a la dinámica inversa: los efec-
tos de las opiniones ciudadanas sobre las instituciones y programas de bienestar. 

3 En México, por ejemplo, según Elizondo (2014b:18) el cambio es mínimo, ya que disminuye solo 
un punto el coeficiente de Gini tras aplicarse la redistribución fiscal.

4 En la región ocho economías que suman más de 40 por ciento del producto interno bruto (pib) de la 
región obtienen ingresos fiscales sustanciales de recursos naturales no renovables (Bolivia, Chile, Co-
lombia, Ecuador, México, Perú, Trinidad y Tobago y Venezuela) (Corbacho, Fretes y Lora, 2013: 78-79). 

5 “Las reformas fiscales deben racionalizar los gastos públicos que son ineficientes y no rentables. 
Fortalecer los impuestos personales directos puede movilizar recursos y contribuir a mejorar las capacida-
des redistributivas del sistema tributario. Al mismo tiempo, los impuestos ambientales pueden generar un 
doble dividendo al aumentar los ingresos tributarios y mejorar los resultados ambientales (ocde, caf y 
cepal, 2018: 37).
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Aunque pagar o evadir impuestos es un acto individual, los contribuyentes to-
man sus decisiones influidos por el contexto social en donde estas se enmarcan. 
Entre las variables económicas objetivas y el cumplimiento fiscal se interponen 
factores de tipo subjetivo y cognitivo (Leroy, 2008). Se trata de determinantes so-
ciales que, según la ocde (2010: 5-6) son las normas, la capacidad de disuasión por 
parte del Estado (deterrence ), las oportunidades para incumplir y la justicia del siste-
ma tributario. 

En primer lugar, la motivación a pagar o no impuestos depende de los valores o 
normas sociales que moldean el comportamiento de los ciudadanos y estos se divi-
den en cuatro tipos: normas personales,6 subjetivas,7 mandatorias (injuctive norms)8 
y descriptivas9 (Bobek et al., 2007: 52; Onu y Oats, 2014: 5-7), todas son efecto del 
proceso de socialización de los individuos. 

Además, hemos de tener en cuenta que en cualquier sociedad democrática debe 
existir un contrato (o pacto) fiscal10 claro entre Estado y contribuyentes, donde el 
nivel constitucional es clave puesto que define la forma en que ambos se rela-
cionan. Cuantas más facilidades para la elusión o fraude fiscal existan en un país 
(lagunas de ley, acceso a paraísos fiscales, opacidad en el intercambio de informa-
ción tributaria, etc.), menor resistencia fiscal presentarán sus contribuyentes a la 
hora de cumplir (aunque quizá suceda lo contrario, para aquellos que no puedan 
acceder a esas “facilidades”); por el contrario, cuanta mayor injusticia se perciba del 
sistema tributario o peor gestión del dinero público, mayor resistencia mostrarán. 
Según Del Campo et al. (2017: 175), la percepción de equidad o inequidad mani-
fiesta un juicio de valor sobre la distribución de la riqueza que surge de una idea 

6 “están basadas en los estándares personales o expectativas de comportamiento basadas en los valo-
res interiorizados” (Bobek et al., 2007: 52); “las basadas en los propios estándares personales de “dere-
cho” y comportamiento ‘equivocado’” (Onu y Oats, 2014: 6).

7 “representan la percepción individual de aquellas normas asumidas por personas de referencia (fami-
lia, amigos o compañeros de trabajo)” (Bobek et al., 2007: 52); “definida como la norma que poseen los 
demás referentes del individuo (amigos, familia, compañeros de trabajo cercanos) sobre el comportamien-
to (es decir, en este caso, si desaprueban o toleran evasión de impuestos)” (Onu y Oats, 2014: 6-7). 

8 “representan el comportamiento percibido que la mayoría de las personas aprueba (o desaprueba). 
Especifica lo que ‘debería’ (o no) ser hecho” (Bobek et al., 2007: 51); “que describen lo que aprueba el 
grupo o desaprueba (por ejemplo, la sociedad puede sancionar la evasión de impuestos como altamente 
inmoral” (Onu y Oats, 2014: 7).

9 “son fruto de lo observado que hacen otras personas en la misma situación. Ver lo que hacen otros 
nos da información sobre lo que es ‘normal’ en una situación nueva o ambigua” (Bobek et al., 2007: 51); 
“describiendo lo que realmente hacen los miembros del grupo (por ejemplo, muchas personas pueden 
no reportar sus ingresos completos)” (Onu y Oats, 2014: 7). 

10 “es necesario ‘firmar’ un contrato o pacto fiscal entre el Estado y sus ciudadanos para consensuar 
cuáles deben ser las funciones sociales, políticas y territoriales en las que debe intervenir el Estado fiscal. 
Los contenidos concretos de este pacto fiscal estarán, por lo general, en la constitución de cada país y a 
esta deberán remitirse los gobernantes y representantes tributarios para hacer cumplir las obligaciones 
tributarias a sus contribuyentes, al menos para justificar ideológica y democráticamente la obligación de 
pagar impuestos” (Leroy, 2008: 22).
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sobre lo que se considera justo y moral, así como de una comparación posterior entre 
esta idea y la desigualdad que cada actor percibe a su alrededor. 

Este pacto fiscal es especialmente importante en América Latina, y en México 
en particular, porque la región se encuentra en pleno proceso de consolidación de-
mocrática. Sus resultados fiscales y la percepción que tengan los ciudadanos sobre 
estos (creencia en que el sistema tributario y el gasto público son equitativos) esta-
rán ligados a la legitimidad de la democracia y a la confianza en el gobierno (Del 
Campo et al., 2017: 180; ocde y cepal, 2009: 15). 

Por otra parte, México cuenta con una Constitución que ya era considerada de 
vanguardia desde sus inicios al adscribirse a un modelo de Estado social de derecho 
(Ordóñez, 2012; Rubio Lara, 1991). Así, este trabajo corrobora cómo en su Carta 
Magna se contienen múltiples referencias a ambas vertientes del pacto fiscal tanto 
por la parte del ingreso (Nieto y Barrales, 2013: 25) (legalidad, obligatoriedad, pro-
porcionalidad y equidad) como en la vertiente del gasto público (regulaciones en 
torno a los servicios públicos) (Fernández, 2008: 103-104).

Basándonos en los postulados constitucionales de México, y como afirman Hol-
mes y Sunstein (2011: 11-15), el cumplimiento de estos derechos está ligado a los 
impuestos. No basta con que se establezca una obligación constitucional de velar 
por el cumplimiento de los derechos de los individuos si no se tienen recursos para 
asegurar su cumplimiento. De hecho, las actuales carencias en materia de bienestar 
en México vendrían a confirmar que estos postulados constitucionales y los esfuer-
zos realizados hasta el momento han sido insuficientes (Ordóñez, 2012: 214) para 
cumplir con los compromisos de universalidad que implican el reconocimiento 
constitucional de los derechos a la educación, la salud, la seguridad social, la alimen-
tación y a una vivienda digna.

En resumen, y para abordar nuestros objetivos de investigación, se ha hecho uso 
de tres modelos teóricos descritos a continuación: 

1. Según la teoría de Monterrubio y Sales (2014: 19), la ciudadanía es el ejercicio 
activo de participación, de modo que la relación entre derechos y responsabilida-
des ciudadanas reside en que el ciudadano no puede exigir y ejercer los primeros 
sin asumir las segundas. Es la conducta que se espera de él por el hecho de ser 
miembro de una comunidad política. Así, analizamos el nivel de conciencia que 
tienen los mexicanos en torno al pago y la responsabilidad tributaria.

2. Basándonos en el modelo de comportamiento tributario de la ocde (2010: 5-6), 
la motivación de un individuo a pagar impuestos (moral tributaria)11 depende de 
sus valores o normas sociales, y existe una correlación positiva entre ambas va-
riables (Cummings et al., 2009; Halla, 2012; Molero y Pujol, 2012). Este estudio 

11 “La disposición intrínseca a pagar impuestos que proviene de una obligación moral o de un senti-
miento de que pagar impuestos es una contribución a la sociedad” (Frey Torgler, 2007).
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se centra principalmente en el análisis de dos tipos de normas: las normas perso-
nales, las que poseen los propios ciudadanos en torno a la fiscalidad, y las normas 
descriptivas (injuctive), cómo afecta individualmente el comportamiento tributa-
rio de los demás. 

3. Trasladando el modelo teórico de la ocde, caf y cepal (2018: 28) al ámbito fiscal, la 
legitimación del pacto fiscal debe cumplir tres condicionantes: ser confiable, be-
neficioso y justo. Así lo corrobora Benavides (2013: 26) que demuestra cómo aque-
llos ciudadanos mexicanos que no consideran que su sistema tributario cumple 
estos condicionantes tienen más tendencia a evadir impuestos. Además, como 
apuntan Levi, Tayler y Sacks (2012), en países emergentes no basta la coerción 
para generar la participación tributaria, sino que la legitimidad es un punto crucial 
para el cumplimiento y la evasión. De este modo, nuestro modelo evalúa el grado 
de cumplimiento de cada una de estas tres condiciones. 

En este sentido, el objetivo general de este trabajo es analizar la legitimidad social 
de los mexicanos en relación con su Estado de bienestar a través de la opinión pú-
blica fiscal. Y como objetivos específicos nos planteamos los siguientes: 

• Examinar las normas personales y descriptivas de los mexicanos.
• Estudiar el nivel de confianza de los mexicanos en las instituciones relacionadas 

con su sistema fiscal.
• Analizar la percepción de justicia tributaria según los mexicanos. 
• Observar la relación de intercambio fiscal percibida por la ciudadanía mexicana.
• Evaluar el nivel de satisfacción de los mexicanos con respecto a la oferta de ser-

vicios públicos.

METODOLOGÍA

Es importante subrayar que, para el desarrollo de este estudio, se parte de una im-
portante restricción metodológica: México no tiene una fuente demoscópica de 
carácter longitudinal que recoja las diferentes variables que conforman la opinión 
pública fiscal y son objeto de interés para nuestro modelo. Otros países, como Espa-
ña por ejemplo, sí cuentan con herramientas válidas para estos análisis como el es-
tudio “Opiniones y actitudes de los españoles” (ief, 2017) del Instituto de Estudios 
Fiscales o bien el titulado “Opinión pública y política fiscal” (cis, 2017) del Centro 
de Investigaciones Sociológicas. En este sentido, ha sido necesario hacer uso de 
diferentes fuentes demoscópicas de México12 y somos conscientes de las diferen-
cias metodológicas de cada una.

12 Se ha tratado de priorizar la selección de fuentes de financiación pública, entendiendo que cum-
plen con mayores indicadores de calidad (diseño y tamaño muestral, rigor en el diseño del cuestionario, 
continuidad del estudio y correcto trabajo de campo). 
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Tratamos de realizar un análisis descriptivo y lo más longitudinal posible que nos 
permitan los datos disponibles de la opinión pública fiscal mexicana en torno a 
nuestras variables de interés basadas en tres modelos teóricos. En el cuadro 1 se 
resumen las fuentes demoscópicas utilizadas en este artículo.

PACTO FISCAL, CIUDADANÍA Y OPINIÓN PÚBLICA MEXICANA 

La ciudadanía es el ejercicio activo de participación, de modo que la relación entre 
derechos y responsabilidades ciudadanas reside en que el ciudadano no puede 
exigir y ejercer los primeros sin asumir las segundas. Es la conducta que se espera 
de él por el hecho de ser miembro de una comunidad política (Monterrubio y Sa-
les, 2014: 1). 

En concreto, la construcción de ciudadanía consta de dos dimensiones de corres-
ponsabilidad: una estatal de gestión, que trata de satisfacer las necesidades objetivas 

CUADRO 1. Fuentes demoscópicas utilizadas

Modelo teórico Variable Fuente

Ciudadanía 
(Monterrubio 
y Sales, 2014)

Asunción de las 
responsabilidades 
ciudadanas

Latinobarómetro 1996-2015

Percepción de justicia 
en el pago de impuestos

Encuesta telefónica nacional en materia fiscal
(cesop, 2016b)

Normas 
sociales 
(ocde, 2010)

Normas personales Encuesta “Evasión fiscal. Datos generales y opinión 
pública” (cesop, 2014)

Normas descriptivas Encuestas “Opinión pública y política fiscal” (shcp-sat, 2013) 
y  “Opinión pública de percepción del riesgo tributario y 
cultura fiscal” (Buendía&Laredo, 2013 )

Condicionantes 
pacto social 
(ocde, caf,
y cepal, 2018)

Confianza institucional 
(“confiable”)

Latinobarómetro y encuestas sat

Relación intercambio
fiscal (“beneficioso”)

Encuestas “Opinión pública y política fiscal” (shcp-sat, 2013) 
y  “Opinión pública de percepción del riesgo tributario y 
cultura fiscal” (Buendía&Laredo, 2013)

Encuesta “Educacación en México” (cesop, 2017)

Encuesta “Sistema de salud en México” (cesop, 2018)

“Encuesta nacional de calidad e impacto 
gubernamental” (inegi, 2017)

Latinobarómetro 2015

Encuesta “Servicios Públicos en México” (cesop, 2016a)

Justicia tributaria 
(“justo”) 

Latinobarómetro 1997-2017

Fuente: Elaboración propia.
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de los ciudadanos; y una responsabilidad ciudadana de carácter moral, que trata de 
asumir la pertenencia a una comunidad y reconocer una serie de derechos y deberes. 
Sin duda, ambas están directamente correlacionadas y se retroalimentan entre sí. 

Con base en aquella de carácter moral, comprobamos cómo los ciudadanos en 
muchos casos no reconocen la responsabilidad tributaria como verdaderamente 
propia y la relegan a un nivel muy inferior al de otras responsabilidades democráti-
cas como el voto. Así, aunque la ciudadanía implica tanto derechos y deberes de 
corte político, como otros de carácter fiscal (pago de impuestos y recepción de bie-
nes y servicios públicos), pareciera que no están al mismo “nivel”. Esta diferencia 
se pone de manifiesto para el caso de México en la siguiente gráfica donde, mien-
tras votar es reconocido claramente como una responsabilidad ciudadana por la gran 
mayoría de los encuestados (casi siete de cada diez a lo largo de la serie, con tenden-
cia decreciente), el hecho de “pagar impuestos” es solo aceptado por cuatro de cada 
diez. Aunque es cierto que otras cuestiones como “cumplir con el servicio militar” 
o “participar en organizaciones políticas”, aún obtienen porcentajes menores. Este 
desinterés por los asuntos políticos de los mexicanos alcanza al ámbito fiscal, según 
Fernández (2009: 83), al no tener incentivos lo suficientemente fuertes como para 
lograr un cambio en la percepción que tienen sobre la actuación de sus gobernantes; 
es decir, existe una clara falta de confianza hacia quienes están en el poder. Surge 

GRÁFICA 1. Comparativa entre la asunción de responsabilidades ciudadanas por 
los ciudadanos en México (2007-2015)
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entonces la categoría de “ciudadano a medias” de Botana (2006, citado en Estévez 
y Esper, 2009: 74) en donde la construcción del “ciudadano político” no se comple-
menta con la figura de un “ciudadano fiscal”.

Esta desafección tributaria estaría relacionada con la insuficiente asimilación de 
las normas tributarias. Así, destaca el hecho de que 72 por ciento de los mexicanos 
piense que la gente paga impuestos simplemente porque en su trabajo se los des-
cuentan (cesop, 2014: 77) y no por ser una responsabilidad democrática (normas 
personales). Y, además, enmarcado en las normas descriptivas (injuctive), 55 por 
ciento de los mexicanos considera que sus conciudadanos son irresponsables en el 
pago de los impuestos (Casar, 2013). De hecho, tal como afirman Sanguinetti et al. 
(2012: 42), la ciudadanía tendrá mayor disposición a pagar impuestos si su percep-
ción sobre la calidad del gobierno es mejor y esto le dará motivación para solicitar 
mayor y mejor rendición de cuentas. Por su parte, Elizondo (2014b: 3) afirma que el 
pacto fiscal es la relación más importante entre los ciudadanos y el gobierno que 
especifica quién paga cuánto en impuestos y cómo se gastan estos recursos. Y Esté-
vez y Esper (2009: 74) hacen hincapié en este concepto al afirmar que el pacto fiscal 
es indivisible de cualquier pacto social, ya que son dos caras de una misma moneda 
y es imposible mantener un contrato social sin destinar recursos financieros a su 
mantenimiento, de ahí su contraparte fiscal. 

En este sentido, se analiza cómo los ciudadanos mexicanos evalúan su pacto so-
cial en función de tres condiciones: confiable, beneficioso y justo (ocde, caf y cepal, 
2018: 28). Trasladando estas al ámbito fiscal, en este trabajo se analizan cada uno de 
estos tres condicionantes a través de las opiniones y actitudes de los mexicanos para 
medir su conformidad con el pacto fiscal “firmado” con el Estado. 

En primer lugar, y para comprobar si el pacto fiscal mexicano es “confiable”, se 
analiza la confianza en sus instituciones por parte de los ciudadanos mexicanos; 
pues como afirman la ocde, caf y cepal (2018: 15), la confianza es la piedra angular 
de la gobernanza pública y resulta decisiva para el éxito de las políticas públicas. En 
un nivel general, la confianza se refiere al efecto de facilitar el funcionamiento de 
las instituciones sociales y económicas (Coleman, 1988: 103); mientras que otros 
autores como Hardin (2002) sugiere que se trata más bien de la confianza en perso-
nas concretas (políticos, funcionarios, gestores, etc.). 

Centrándonos en la primera de las acepciones, se analiza la confianza13 que los 
ciudadanos mexicanos tienen con respecto a varias instituciones públicas relaciona-

13 La evaluación de la confianza en las cuatro primeras instituciones la recogemos del Latinobarómetro 
(2005-2015). Sin embargo, al no incluirse en este estudio la evaluación del sat, hacemos uso de los resul-
tados de sus propias encuestas a través de una variable proxy de la confianza, en concreto la “Eficiencia 
para combatir o disminuir la evasión fiscal” del sat. Con el fin de evitar el posible efecto de la “Declara-
ción anual de las personas físicas” (enmarcado generalmente en el segundo trimestre del año, en torno a 
mayo), hemos seleccionado las respuestas de la oleada realizada durante el primer trimestre de cada año.
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das con su sistema fiscal: a) su gobierno, como responsable máximo de las políticas 
públicas; b) la administración pública, como gestora de estas políticas; c) el Congre-
so nacional, cuya cámara baja (Cámara de los Diputados) es responsable de aprobar 
las leyes de ingresos y egresos de la federación; d) los municipios (gobierno local), 
encargados de la gestión de algunos servicios públicos y por último, e) la propia ad-
ministración tributaria (Servicio de Administración Tributaria, sat), responsable de 
la recaudación y gestión tributaria.

Como se observa en el cuadro 2, el nivel de confianza en relación con las principa-
les instituciones públicas es bajo (en torno al 30%), empeorando los últimos años 
como se pone de manifiesto en las casillas sombreadas14 y así lo confirman otros 
estudios recientes (Romero et al., 2018: 60). Este negativismo podría estar entron-
cado por entrelazar la ciudadanía, como afirma Arellano (2017: 823), la actuación de 
las instituciones y de los gobernantes con el asunto de la corrupción. De hecho, 
México ocupa uno de los puestos más bajos en el Índice de Percepción de la Co-
rrupción 2018 (posición 138 de 180 países). Ejemplos de corrupción recientes se 
encuentran en dos sonados casos de gobernadores: el gobernador de Chihuahua 
César Duarte15 así como el de gobernador Javier Duarte de Ochoa en el estado de 

14 Porcentajes más elevados de la serie. 
15 Este gobernador contrató en 2012 créditos para inversión productiva a corto plazo y, en la revisión 

de la Auditoría Superior de la Federación, a la fecha no se ha localizado el uso ni destino del recurso. 
Actualmente, aunque se han dado órdenes de aprensión, aún no se conoce su paradero.

CUADRO 2. Nivel de desconfianza de los ciudadanos mexicanos en sus 
instituciones públicas (porcentaje)

2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2013 2015 2018

Gobierno 68.1 53.0 63.2 63.5 65.7 65.3 68.3 64.9 77.6 –

Congreso 64.6 66.8 61.4 63.5 66.4 63.8 64.3 66.4 71.4 –

Administración 
pública

70.2 – – 69.8 65.5 66.6 67.3 71.6 – –

Municipios (gob. 
local)

65.9 – – 64.0 64.2 63.5 65.3 66.7 – –

Administración 
tributaria (sat)

25.0 20.0 21.0 20.0 18.0 26.0 17.0 19.0 22.0 15.0

Fuente: Elaboración propia a partir del Latinobarómetro (2005-2015). Pregunta: “Por favor, mire esta tarjeta 
y dígame, para cada uno de los grupos, instituciones o personas mencionadas en la lista, ¿cuánta confianza 
tiene Ud. en...?. ¿Diría que tiene mucha, algo, poca o ninguna confianza en...?” y las encuestas del sat (shcp-
sat, 2013).
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Veracruz.16 De esta forma, la sociedad mexicana demanda hoy más que nunca 
transparencia en el uso de los recursos públicos, pero sobre todo solución a los pro-
blemas de corrupción, desvío de recursos y casos de impunidad. 

Frente al resto de las instituciones públicas, el sat17 sí presenta altos niveles de 
confianza según sus encuestas internas. Estos resultados bien podrían estar influi-
dos por el hecho de valorar la experiencia directa con la institución (satisfacción 
usuarios), evitando así la “burofobia”.18 

Con base en estos resultados, se podría argumentar que los ciudadanos no avalan 
el actual pacto fiscal al menos en su primer condicionante. La “desvinculación” de la 
responsabilidad tributaria por parte de la ciudadanía mexicana (gráfica 2) puede 
estar provocada, en parte, por esta falta de confianza en sus instituciones responsa-
bles de la política fiscal del país. De hecho, son varios los estudios (Sanguinetti et al., 
2012; ocde, 2010; Walsh, 2012) que demuestran una correlación positiva19 entre la 
justificación de la evasión fiscal (o moral tributaria) y el nivel de confianza en las 
instituciones públicas. 

En segundo lugar, y para comprobar si el pacto fiscal mexicano es “beneficioso”, 
se analiza la relación de intercambio fiscal20 percibida por los ciudadanos. En este 
sentido, se observa un elevado grado de insatisfacción (48.2%) en torno a esta rela-
ción (cesop, 2016b: 8) que, aunque haya disminuido con el paso de los años (en 
1999, 57%), sigue siendo alta (Casar, 2013). De igual forma, la encuesta telefónica 
en materia fiscal (cesop, 2014) muestra cómo la mitad de los entrevistados conside-
ra que la evasión está ligada a la corrupción que percibe en el gobierno.

Y ciertamente, los ciudadanos ponen de manifiesto cómo la distribución del gas-
to público en México no se adapta a sus necesidades: pues se emplea menos gasto 
pú blico del deseado por ejemplo en educación (cesop, 2017: 6) en su nivel básico 
(Casares et al., 2015: 529) junto con el sistema sanitario, cuya cobertura se considera 
también insuficiente (50.1%) por los ciudadanos (cesop, 2018: 3), siendo (educa-
ción y sanidad) los servicios públicos más redistributivos y prioritarios para los 
mexicanos. 

Además, también existe la percepción social de que los servicios públicos no 
tienen la calidad deseada: solo dos de cada diez mexicanos califican como positiva la 

16 A este gobernador durante todo su periodo de gobierno (de 2010 a 2016) le detectaron desfalcos 
millonarios en perjuicio del erario público.

17 Este resultado debe analizarse con precaución al tratarse de una variable proxy, así como ser una 
encuesta con diferente fuente y características metodológicas. Aunque estos buenos resultados, en com-
paración con otras instituciones públicas, se corroboran en otra variable medida por estas encuestas como 
es la buena imagen con la que cuenta el sat (“imagen de la institución”) (shcp-sat, 2013).

18 “Burofobia es una actitud negativa hacia la administración pública o los funcionarios que persiste 
incluso después de una experiencia satisfactoria con sus servicios” (Del Pino et al., 2016: 734).

19 Según los datos del Latinobarómetro 2005-2015. 
20 Se refiere a la relación entre Estado-contribuyentes con base en el esfuerzo tributario (ingresos) 

traducido en la oferta de servicios públicos y prestaciones sociales (gasto público).
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calidad de los servicios que da el gobierno (cesop, 2016a: 7). En concreto, casi la 
mitad de la población en México considera su sistema educativo como malo o regu-
lar (cesop, 2017: 3) y son las escuelas públicas (y financiadas con el esfuerzo de to-
dos) las peor valoradas. Además, está extendida (54.4%) la percepción de que no se 
cumple el precepto constitucional de una educación obligatoria gratuita21 (cesop, 
2017: 19), confirmándose así la sensación de un incumplimiento parcial (en lo rela-
tivo al ámbito educativo) del pacto fiscal. Prueba de ello sería que, a mayor nivel de 
ingresos (quintiles 4 y 5 principalmente), mayor consumo de servicios educativos 
privados (ocde, caf y cepal, 2018: 57). 

Por lo que se refiere a la salud, 55.6 por ciento (inegi, 2017: 2) se muestra insatis-
fecho con el Instituto Mexicano del Seguro Social (imss); aunque con el paso de los 
años, mejora relativamente la proporción de ciudadanos que confirman no haberse 
tenido que pagar un seguro sanitario privado22 (inegi, 2017: 9), bien sea por la am-
pliación de coberturas del público o por la satisfacción y confianza que este le repor-
ta. En cualquier caso, se percibe una satisfacción decreciente a mayor nivel de 
ingresos del individuo (ocde, caf y cepal, 2018: 56), debido a varios factores relacio-
nados: mayor nivel educativo, mayor nivel de exigencia (rendición de cuentas) y 
mayor consumo de servicios privados.

Pero más allá de la educación y la salud, también se perciben altos niveles de 
insatisfacción con otros servicios públicos como: el transporte público, entre 54 y 57 
por ciento (Latinobarómetro, 2015; cesop, 2016a) y 69 por ciento (inegi, 2017: 1); o 
los servicios públicos básicos (calles, policía y alumbrado público) en torno a 76-78 
por ciento (inegi, 2017: 1). Estos datos reafirman la escasa percepción de calidad del 
gasto público en México entre su ciudadanía, más allá de los servicios más redistri-
butivos ya analizados (educación y salud).

Con los resultados anteriores, también se podría afirmar que los ciudadanos no 
avalan el actual contrato fiscal en su segundo condicionante. El hecho de que las 
prioridades del gasto público y la calidad del mismo no sean las esperadas, puede 
estar provocando, en parte, esta percepción de que el pacto fiscal no los beneficia. 
La importancia de este hallazgo radica en que, de acuerdo con el modelo de Bena-
vides (2013: 26), tienen mayor tendencia a evadir aquellas personas que consideran 
que no reciben beneficios por el pago de sus impuestos.

Y en tercer y último lugar, se analiza el tercero de los condicionantes de un ade-
cuado y respetable pacto fiscal: su nivel de justicia. En este sentido, se comprueba 
cómo la opinión pública mexicana es hasta hoy enormemente crítica acerca de la 
justicia fiscal de su sistema tributario, a pesar de que en su contrato fiscal (Constitu-

21 “En su opinión, ¿considera que se cumple el precepto constitucional de garantizar la educación 
obligatoria gratuita en México?”. 

22 Aunque sigue siendo bastante elevada (47.3%) la proporción de ciudadanos que todavía encuentra 
deficiencias en el imss y paga un seguro privado.
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ción) se contienen los principios de proporcionalidad y equidad. Además, los datos 
demoscópicos previos a la última reforma tributaria mexicana ya demostraban la 
poca confianza ciudadana en que esta supusiera una mayor progresividad tributa-
ria23 en el diseño de su sistema (el aumento de la presión fiscal también afectaría a 
los pobres y clase media según 25 y 16 por ciento de los encuestados respectiva-
mente) o una mejor redistribución de la riqueza (71 por ciento afirmaba que el dinero 
no llegaría a los pobres).24 

La percepción de injusticia se extiende, además de su diseño y falta de progresi-
vidad, a su capacidad sancionadora. Así, 70 por ciento de los mexicanos piensa que 
la ley se aplica de manera diferencial y opera en contra de los que menos tienen 
(Casar, 2013). 

En la gráfica 2 se observan mejorías en la opinión pública en los años 2007, 2013 y 
2016, originadas, en cierta forma, por las reformas fiscales que los gobiernos entrantes 
diseñaron para mejorar la situación económica del país. En concreto, y como afirma 
Lazos Comerciales (2007: 1), durante el inicio de la presidencia de Calderón (2006-

23 “Pensando en la reforma fiscal, con lo que usted sabe o ha escuchado, ¿qué grupo es al que le au-
mentaron más los impuestos?” (Buendía&Laredo, 2013: 2). 

24 “De acuerdo al gobierno federal, la reforma fiscal tiene como objetivo cobrar más impuestos a los que 
más tienen para ayudar a las personas pobres. Los críticos de la reforma opinan que se ese dinero nunca le 
llegará a los pobres. ¿Con cuál de estas posturas está más de acuerdo?” (Buendía&Laredo, 2013: 3). 

GRÁFICA 2. Evolución de las opiniones acerca de la justicia del sistema fiscal 
mexicano (1997-2018)

Fuente: Elaboración propia a través de Latinobarómetro. [Pregunta: “¿cuán justa cree Ud. que es la distribu-
ción del ingreso en México?].
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2012) comenzaron trabajos para reforzar las finanzas públicas y el federalismo fiscal; 
asimismo, en 2012 llega a la presidencia Peña Nieto (2012- 2018) y genera otro 
paquete de reformas fiscales integrales que pudieran provocar una respuesta positi-
va en torno a la variable justicia tributaria. Por último, en 2016, probablemente fue 
la situación de estabilidad económica la que propició cierta tranquilidad y confianza 
que se vio reflejada en las opiniones de los mexicanos. 

En este sentido, el tercer condicionante del pacto fiscal tampoco parece cumplir-
se con las consecuencias que esto provoca. La percepción de injusticia fiscal suscita 
que los ciudadanos avalen el incumplimiento de las leyes (gea-isa, 2017: 5), entre 
ellas las tributarias (Benavides, 2013: 26).25 

CONCLUSIONES 

Ya a finales de la década de 1970, Meltzer y Richard (1978) afirmaban cómo los paí-
ses democráticos sumamente desiguales, donde el votante mediano es relativa-
mente pobre, votaría al candidato que optara por la redistribución de la riqueza a 
través de la fiscalidad. Son muchas las voces recientes que defienden la redistribu-
ción en América Latina (Corbacho, Fretes y Lora, 2013; Berens, 2015; Holland, 
2016). Sin embargo, siendo México un país desigual y democrático, ¿por qué causas 
sus ciudadanos no se comportan como preveían los modelos teóricos? 

En los albores del Estado de bienestar mexicano (1999), las opiniones de sus 
ciudadanos se alineaban con estos modelos teóricos puesto que más de seis de cada 
diez ciudadanos mexicanos (62.8%) estaban dispuestos a asumir mayor presión fis-
cal para recibir una mayor y mejor oferta pública de servicios. Sin embargo, recien-
temente parece que este apoyo al Estado de bienestar se está revirtiendo. Así, en 
2012 casi la mitad de los encuestados expresaron que preferían, antes que hacer un 
mayor esfuerzo fiscal, “pagar menos impuestos, aunque reciban menos servicios y 
de menor calidad” (Casar, 2013). Factores como los analizados a lo largo de este ar-
tículo (falta de progresividad, percepción de injusticia, etc.) podrían estar influyen-
do en este desencanto. 

Todos los hallazgos de este estudio ponen de manifiesto cómo la opinión pública 
mexicana no legitima socialmente su actual Estado de bienestar por dos principales 
razones: 

1. Con respecto a la asimilación de normas sociales en torno a la fiscalidad, se ha 
demostrado cómo una amplia proporción de los mexicanos no ha asimilado el 
pago de impuestos (normas personales); hecho que vendría enmarcado y negati-
vamente “reforzado” por considerar que sus conciudadanos son generalmente 
irresponsables (normas descriptivas). 

25 Casi la mitad de los mexicanos consideran que cuando las leyes son injustas, no deben cumplirse.
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2. Además, la ciudadanía mexicana percibe que se están incumpliendo los tres con-
dicionantes de su pacto fiscal, convirtiéndose este en “disfuncional” (Perry et al., 
2007: 240). Este hecho provoca, entre otras cuestiones, que México presente una 
de las más altas tasas de evasión fiscal26 entre las economías con semejante nivel 
de desarrollo. 

Todos los análisis de este artículo se deben, en parte, a una cuestión de diseño y 
gestión del propio sistema tributario, pero también a una clara falta de cultura fiscal 
(Goenaga, 2012: 138)27 entre la ciudadanía porque, independientemente del dise-
ño, pagar impuestos significa no evadirlos (cepal, 2016: 108). 

Son las propias instituciones mexicanas, en concreto la Procuraduría de la Defen-
sa del Contribuyente de México (Prodecon, 2013: 98), las que reconocen que el 
cumplimiento fiscal es una cuestión de ciudadanía y que México necesita renovar 
las creencias arraigadas respecto de la tributación, con el fin de transitar hacia una 
relación de colaboración entre la administración tributaria y los pagadores de impues-
tos. Así, desde el sector público mexicano se estaría asumiendo la necesidad de una 
revisión de su contrato (o pacto) fiscal para lograr mejores niveles de cultura fiscal. 

Todos estos hallazgos demuestran que México se encuentra ante un círculo vi-
cioso que debe romper: la ciudadanía mexicana presenta altos niveles de resistencia 
fiscal bajo el pretexto de que los servicios públicos son deficientes; ello provoca 
menores recursos para mejorar la calidad de las políticas públicas y, de esta manera, 
el círculo se perpetúa. Pero ¿acaso son los impuestos una “obligación a la carta” so-
bre la que los ciudadanos pueden decidir discrecionalmente su nivel de cumpli-
miento en relación con sus contrapartidas de gasto? ¿Es viable ampliar las coberturas 
de un Estado de bienestar sin garantizar servicios públicos de calidad?

En este sentido, y como afirma Elizondo (2014a: 148), dada la mala calidad del 
gasto actual, la ciudadanía no suele creer que el gasto público mejorará su nivel de 
vida, y en una democracia, difícilmente se aceptaran mayores impuestos, por más 
progresivos que estos sean, si no está claro que efectivamente se puede gastar mejor. 
De hecho, según Casar (2013), ya son muchos (61%) los mexicanos que creen pagar 
demasiados impuestos (alta presión tributaria subjetiva)28 por lo que revertir o me-

26 Tipificado como delito en el Código Fiscal de la Federación mexicana (Ochoa, 2014: 23).
27 “La cultura fiscal no es sino uno de los aspectos de la cultura cívica que informa acerca de cómo se 

entiende que deben ser atendidas las necesidades públicas, dentro de una organización política que 
tiene que lograr metas colectivas articulando intereses diversos, muchas veces contrapuestos. Así, la 
cultura fiscal de un país no se define por el nivel de conocimiento y el grado de destreza que tienen sus 
ciudadanos con respecto a la normativa fiscal y a la práctica tributaria. La cultura fiscal viene definida por 
el conjunto de ideas, valores y actitudes que inspiran y orientan la conducta de todos los actores sociales 
que intervienen en la configuración de la realidad fiscal de un país” (Goenaga, 2012: 138).

28 Frente a la presión fiscal objetiva, este concepto se refiere al límite de carácter psicológico, en torno 
a la cantidad de impuestos pagados, a partir del cual nos podemos encontrar con actitudes de resistencia 
fiscal. Se relaciona con el nivel de carga fiscal que están dispuestos a pagar los ciudadanos.
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jorar esta percepción será responsabilidad del mejor diseño tributario pero también 
de una mejor gestión pública de las finanzas públicas y una política informativa 
acerca del coste de los servicios y prestaciones públicos. ¿Conocen acaso los mexi-
canos cuál es el verdadero costo de los servicios públicos recibidos para considerar 
como negativa esta relación de intercambio fiscal? ¿Son capaces aquellos mexicanos 
de clase alta de sufragar individualmente servicios de seguridad o infraestructura 
pública? 

Si el Estado social de México quiere ir hacia un Estado de bienestar más conso-
lidado, con un consiguiente incremento del gasto público (e irremediablemente 
una subida de impuestos), es necesario forjar las bases de su legitimación social, así 
como una socialización de lo que un mayor bienestar supone en términos de pre-
sión tributaria para los contribuyentes, siempre que el diseño del sistema tributario 
cumpla con los principios básicos (progresividad, equidad, proporcionalidad, etc.). 
Además, será imprescindible luchar contra el fraude fiscal, pero, más allá de su efi-
ciencia recaudatoria, como ejercicio de recuperar la legitimidad del sistema tributa-
rio y la confianza de la sociedad en el Estado. Porque, aunque la dependencia 
mexicana en el petróleo provoque un erario “perezoso” y una ciudadanía menos 
“alerta”, la rendición de cuentas cada vez es más demandada entre los mexicanos 
en parte por los casos de corrupción (no siempre de cariz fiscal) y el aumento de la 
presión fiscal. Así, como establecen Ríos Cázares y Angelino Velázquez (2010: 9) 
“la rendición de cuentas gubernamental en un régimen democrático implica la 
existencia de un círculo virtuoso en donde las preferencias de los ciudadanos son 
materializadas en las políticas implementadas por los representantes que ocupan 
cargos de decisión gubernamental”. 

Si bien cabe subrayar como factor positivo un amplio rechazo hacia el fraude fis-
cal (60%)29 entre la ciudadanía mexicana, este rechazo se presenta como base teóri-
co-moral para no cometerlo, al haberse constatado en la literatura una correlación 
positiva (Alm y Torgler, 2006: 17; Onrubia, 2013: 26) entre la moral tributaria y la 
economía sumergida, y las instituciones mexicanas deben reforzar este dato en sus 
medidas informativas y educativas.

En definitiva, y con el fin de que las normas sociales evolucionen para que los 
impuestos constituyan una parte diaria de la vida ciudadana y alienten a los contri-
buyentes a comportarse como clientes (Sanguinetti et al., 2012: 167); será impres-
cindible que México enfoque muchos de sus esfuerzos para desarrollar (o ampliar) 
medidas sociales basadas en tres áreas concretas: educación, comunicación e infor-
mación efectiva de rendición de cuentas y mayor ética en el ejercicio de funciones 
públicas. Pg

29 Según datos del Latinobarómetro 2016: “En una escala de 1 a 10, donde 1 es “para nada justifica-
ble” y 10 es “totalmente justificable” ¿cuán justificable cree Ud. que es...? Evadir impuestos”.
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